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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de abril del año 2015 dos mil quince. . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 083/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que de un análisis de la demanda y sus anexos se determina que el actor impugna la resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, …, emitida por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual en su primer punto resolutivo deja sin efectos el requerimiento de pago, …, para que la autoridad recurrida emita uno nuevo que reúna los requisitos a que alude el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, a través del segundo punto resolutivo declara que no ha lugar a la revocación de la negativa a declarar la prescripción. Y, la existencia de la resolución impugnada se encuentra acreditada en autos con su original. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Que realizando un minucioso análisis de la argumentación expresada por el Tesorero Municipal en el primer y segundo puntos del capítulo de la contestación de la demanda denominado “CAUSALES DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTOS”, el juzgador concluye que dicha autoridad hace valer la configuración de las siguientes dos causales de improcedencia: . . . . . . . . . . . . . . . . 
La causal prevista en el artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que en el primer punto aduce que sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funden su pretensión y el artículo 9, segundo párrafo, del mismo Ordenamiento Legal establece que será interesado todo particular que tenga interés jurídico respecto de un acto o procedimiento por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido y la parte actora no demuestra ser titular de un derecho, ni de manera indiciaria demuestra su interés jurídico; sigue manifestando en el segundo punto que el proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones que no afecten intereses jurídicos del actor y no le asiste ningún derecho que haya sido vulnerado, no ocasionándole ningún agravio la resolución de la que se duele. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en virtud de que el justiciable, por un lado, acredita su carácter de interesado, dado que la resolución impugnada se encuentra dirigida a su persona, además de que el impetrante adquirió el inmueble con un gravamen, originado por el adeudo del impuesto predial, …, según se desprende de las constancias que obran en el sumario; de ese modo, como destinatario de la resolución impugnada y como propietario, cuenta con interés jurídico, pues justifica su derecho subjetivo en el presente Juicio; y, por otra parte, la resolución impugnada incide en la esfera de derechos del impetrante, por la razones que se expresan en el siguiente considerando. Bajo esta perspectiva, el justiciable cuenta con interés jurídico y en consecuencia se encuentra legitimado para impugnar la resolución señalada en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La causal prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el artículo 265 fracción  VII, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud que, de los conceptos de impugnación que manifiesta el actor no se desprende una relación lógica jurídica tendente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió con la emisión del acto impugnado, por tanto, sin estos requisitos los agravios no son aptos para ser tomados en consideración, al respecto cita y transcribe el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro. “AGRAVIOS, REQUISITOS DE LOS.”. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora conforme a la técnica jurídica en el proceso administrativo, sí expresa conceptos de impugnación, en el sentido de que  la resolución combatida carece de la debida fundamentación y motivación y que es violatoria del artículo 137 fracción VI del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, expone razonamientos lógicos y jurídicos del por qué estima ilegal la resolución debatida y se dirigen a desvirtuar su presunción de legalidad, además indica los preceptos legales violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos, por ende, se advierte la causa de pedir. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ante la improcedencia de estas causales y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda y su ampliación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda aduce en lo esencial que la violación es porque la autoridad pone a la vista los supuestos requerimientos de pago, pero no fueron presentados dentro del procedimiento, por tanto, se le ha violentado su garantía de audiencia; que la autoridad fue omisa en poner a la vista los requerimientos que se señala en su resolución, por lo que al no ser agregadas las constancias de notificación de los requerimientos, no deben ser materia de la resolución y la autoridad responsable los tomo en consideración para negarle la prescripción de los créditos fiscales; que ante dichas violaciones al artículo 137, fracción VIII,  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, debe declararse la nulidad de la resolución combatida. Por su parte, el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda aduce en lo toral que este concepto de impugnación es improcedente, ya que se emitió cumpliendo con lo establecido en los artículos 137 y 138  citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es decir, con la debida fundamentación y motivación; que en el presente proceso no se actualiza violación alguna a los preceptos los legales antes citados. . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  principio, es  importante  señalar que el  acto  recurrido en el Recurso de 
Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, que consiste en el oficio …, establece en su tercera consideración que: “Del análisis de la documentación que obra en la Dirección General de Ingresos, se puede observar que se efectuaron gestiones de cobro en la emisión de los créditos …, por concepto del adeudo del impuesto predial, mismas que fueron debidamente notificadas, en las cuales claramente se señala la fecha del crédito y número del mismo así como monto del adeudo de dicho crédito, haciéndose evidente que al momento en que se practicaron dichas notificaciones se hace sabedor de la existencia de tal crédito, con lo cual se concluye que queda interrumpida la prescripción de dicho crédito, por lo que se hace improcedente tal extinción, derivado del impuesto predial ….  Por lo que, al existir actos de autoridad en los cuales queda constancia de la notificación de los créditos fiscales en comento, además de que en los mismos se puntualiza que se ve interrumpida la misma, …de conformidad con el artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el cual a la letra señala: …”
En segundo lugar, se impone señalar que la resolución impugnada, en su tercer considerando establece: “…la resolución …, …notificada al recurrente … se adolece que en dicha resolución los requerimientos de cobro … nunca le fueron notificados, a saber del recurrente, es de hacerse mención que la cuenta predial …, se encontraba con antelación a nombre de la persona moral …, es por ello, que los requerimientos de pago que se señalan en supra líneas se hicieron de manera personal y directa a la persona moral, … Por tanto, y dado que en la resolución que ahora se combate la Autoridad requerida fue omisa en ponerlos a la vista del recurrente, es por lo que dichos actos descritos con antelación se ponen a entera disposición del contribuyente, para que por su conducto se aprecie que los requerimientos fueron hechos con estricto apego a derecho.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como puede advertirse, en la parte considerativa transcrita en los párrafos que anteceden, tanto de la resolución recurrida a través del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, como de la resolución impugnada en este proceso, es cierto que el justiciable desconocía el contenido de los requerimientos de pago y sus notificaciones, en virtud de que por la fecha de expedición, se encuentran dirigidos a la persona moral … y no existe en autos de la causa que se resuelve, ningún antecedente de que al actor se le hayan notificado o que se haya hecho sabedor del contenido de los pluricitados requerimientos de pago, después de la fecha en que adquirió el inmueble …, de esta ciudad, o bien, con antelación a la fecha de presentación de la petición de declaración de prescripción del crédito fiscal por impuesto predial del inmueble … y a pesar de ello, la autoridad fiscal demandada apoya la resolución impugnada, en la interrupción del plazo de la prescripción, por la existencia de gestiones de cobro realizadas al impetrante, las que hace consistir en la notificación de cada uno de los referidos requerimientos. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ahora bien, la autoridad fiscal Municipal en la resolución que pone fin al Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, deberá limitarse a examinar los argumentos expuestos en los agravios hechos valer por el recurrente y en las pruebas vinculadas al acto recurrido que obren en el expediente respetivo, siempre y cuando el recurrente las haya conocido, esto para que tenga la oportunidad de desvirtuarlas mediante argumentación expresada en los conceptos de agravio del recurso respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, la autoridad debe constreñirse a los puntos que comprende la cuestión planteada en el escrito de recurso, por lo que no debe ir más allá de lo expuesto en: a) el acto recurrido; b) los agravios expresados; y, c) las pruebas que obren en el expediente integrado e iniciado en contra del recurrente, para el caso de no ser así, tiene que dársele a conocer el adeudo o gravamen que pesa sobre el inmueble por concepto de impuesto predial; lo anterior es así, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 159 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 159.- La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará los agravios hechos valer por el recurrente, teniendo la autoridad la facultad de invocar hechos notorios, pero cuando uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado, bastará con el examen de dicho punto.

La  autoridad podrá corregir los errores que advierta en la cita de los receptos que se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios así como los demás razonamientos del recurrente, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el recurso. Igualmente podrá revocar los actos administrativos cuando advierta ilegalidad manifiesta y los agravios sean suficientes, pero deberá fundar cuidadosamente los motivos por los que consideró ilegal el acto y precisar el alcance de su resolución.
No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en la parte impugnada por el recurrente.

La resolución expresará con claridad los actos que se modifiquen y si la modificación es parcial, se indicará el monto del crédito fiscal correspondiente.”

Conforme a lo asentado en el segundo acápite de este artículo, la autoridad fiscal se encuentra constreñida a resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el recurso. Luego entonces, es dable concluir que interpretando esta parte del precepto que se comenta, en el sentido de que en la resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, no se debe: a) mejorar, cambiar o darle fundamentación y motivación al acto recurrido; b) subsanar errores de las partes; y, c) hacer valer argumentos lógico jurídicos expresados en el acto recurrido, ni aprovechar los esgrimidos por el recurrente para mejorarlo o corregirlo; en consecuencia, atendiendo a las características del caso particular, podemos concluir que la autoridad fiscal en la resolución combatida introdujo cuestiones desconocidas por el actor al momento de presentar su petición de prescripción del crédito fiscal que nos ocupa y los argumentos expuestos en el sentido de poner a la vista los requerimientos de pago …, así como el mandamiento de ejecución y el embargo correspondiente a cada uno de esos actos fiscales, por un lado, esta subsanando errores o irregularidades cometidas por la propia autoridad en sede administrativa, y por otro lado, está mejorando la motivación de la resolución impugnada a través del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, al expresar la descripción detallada de los actos fiscales indicados en supralíneas; de esta manera, de sostener lo contrario, se atentaría contra la seguridad jurídica del actor, por ende, la resolución impugnada no reúne el elemento de validez previsto por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por no haberse expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento establecido para el trámite y resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, en el Título Tercero, Capítulo Tercero, Sección Tercera, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, vicio formal que trae consigo la ilegalidad de la resolución fiscal a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el segundo concepto de impugnación de la demanda, el actor aduce en lo esencial que es ilegal la resolución combatida en su resolutivo segundo, por ser violatoria del artículo 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo transcribe; que la resolución impugnada carece de la debida fundamentación y motivación, al ser violatorio del artículo 137 fracción VI del citado  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ello es así, porque no existe fundamento legal aplicable en el sentido de que la autoridad responsable considere los requerimientos de pago que refiere en su sentencia, sin ser estos parte de la instrumental de actuaciones y por ello no debieron considerarse al resolver el recurso, puesto que dichos requerimientos no forman parte de dicho recurso administrativo, por lo que resulta incongruente la resolución combatida, al considerar datos y hechos que no forman parte del expediente, además de que dichas documentales la autoridad solo las pone a disposición del recurrente hasta que dicta sentencia. En tanto, que el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda aduce en lo esencial que este concepto de impugnación es improcedente, ya que se emitió cumpliendo con lo establecido en los artículos 137 y 138 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es decir, con la debida fundamentación y motivación; que en el presente proceso no se actualiza violación alguna a los preceptos los legales antes citados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  principio, se impone señalar que los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137 fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, imponen a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; y, en segundo lugar, se impone señalar que por fundar el acto fiscal, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad administrativa se encuentra constreñida a indicar la facción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad para la emisión del acto administrativo, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado  el  o  los  supuestos de  hecho que  condicionan  la  aplicación  del  o  los 
preceptos legales invocados como apoyo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, realizando un análisis de la combatida resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, … emitida por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, se advierte que no cumple con el elemento de la debida fundamentación, en virtud de que la autoridad demandada sustancialmente estimó la negativa de la declaración de la prescripción del crédito fiscal, apoyándose en el argumento de que existe interrupción del plazo para que opere la prescripción contemplada en el artículo 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, tomando como gestiones de cobro, los requerimientos de pago del impuesto predial …. Lo anterior, a pesar de que el actor no es el destinatario de los referidos actos fiscales, no le fueron notificados, ni tampoco existe en el procedimiento de origen medio de convicción alguno del que se desprenda un reconocimiento expreso o tácito por parte del deudor respecto de la existencia del crédito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En relación con lo anterior, el artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, dispone que el plazo de la prescripción se interrumpe con la o las gestiones de cobro efectuadas al deudor -sujeto pasivo del impuesto predial- por la autoridad fiscal Municipal competente -acreedor​-, numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 62.- La prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro del acreedor, notificada o hecha saber al deudor o por el reconocimiento de éste, expreso o tácito, respecto de la existencia de la obligación de que se trate. De los requisitos señalados en este artículo deberá existir constancia por escrito.”

Conforme a lo asentado en este precepto legal, para que el plazo de la prescripción del crédito fiscal se interrumpa es menester que exista una gestión de cobro efectuada por la autoridad fiscal competente, empero ello, presupone que previamente se dé lo siguiente: a) un acto fiscal que puede consistir en el requerimiento de pago y el mandamiento de embargo; y, b) que cada gestión de cobro haya sido debidamente notificada al particular o que se haga saber al deudor, o el reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la existencia de la obligación de que se trate. Sobre el particular cabe precisar que por gestión debemos entender cualquier actuación de la autoridad fiscal Municipal en el procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haya notificado conforme a las formalidades exigidas por los artículos 79, 80 y 81 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, o bien, se haga saber del contenido del acto fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, de acuerdo a lo estipulado por el numeral que se comenta, debe partirse de la premisa de que el hecho fundamental que da lugar a la interrupción del término de la prescripción, lo constituye el pleno conocimiento del deudor de la existencia del crédito fiscal a su cargo y cuyo cobro se le exige; y, ese conocimiento del actor, puede darse con motivo de la notificación respectiva, o porque la autoridad se lo hace saber, o por reconocimiento expreso o tácito de la existencia de la obligación fiscal a su cargo; lo que el legislador pretende en el citado artículo 62, es brindar seguridad jurídica al particular interesado -deudor- procurando que tenga pleno conocimiento del procedimiento administrativo de ejecución iniciado y seguido en su contra para obtener el pago del crédito fiscal. Sin embargo, es el caso que el procedimiento administrativo de ejecución no se encuentra instaurado en contra de la parte justiciable, ya que los requerimientos de pago del crédito fiscal, los mandamientos de embargo del impuesto predial y las actas de embargo, se encuentran emitidas a cargo …, persona distinta al actor; de esta manera, la resolución a debate, resulta ilegal, al no cumplir con el elemento de validez previsto en la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo ese tenor, la resolución debatida incumple con los elementos de validez exigidos en el artículo 137, fracciones VI y VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicios que traen como resultado su ilegalidad y una afectación de manera directa e inmediata a la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137 fracciones VI y VIII, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tal motivo y ante la violación de las formalidades del procedimiento establecido para el trámite y resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución y ante la indebida fundamentación de la resolución impugnada, se actualizan las causales de ilegalidad establecidas en las fracciones II y III del artículo 302, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Por tanto, con fundamento en la fracción III del artículo 300, del mismo Código, lo procedente es la declaración de la NULIDAD PARCIAL de la resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, …, emitida por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, …, respecto al tercer considerando y al segundo punto resolutivo a través de la cual declara que no ha lugar a la revocación de la negativa a declarar la prescripción; quedando intocada dicha resolución respecto al segundo considerando y a su primer punto resolutivo mediante el cual deja sin efectos el requerimiento de pago, …. Dicha nulidad parcial se declara pare el efecto de que el Tesorero Municipal emita una nueva resolución apegada a derecho, subsanando la violación de las formalidades del procedimiento del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución y el vicio formal de la indebida fundamentación; esto es, en otras palabras, la autoridad demandada, deberá analizar las actuaciones y constancias que integran el expediente …, examinando que las notificaciones de cada acto fiscal que considere como gestiones, se hayan realizado con sujeción a las formalidades previstas en los artículos 79 y 82 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, o que la autoridad se lo haya hecho saber al actor, o bien, que éste reconozca expresa o tácitamente la existencia del adeudo, pues de no actualizarse cualquiera de estas exigencias, entonces no deberá tomarlas en consideración en la determinación de la interrupción del plazo para que opere la prescripción del crédito fiscal impugnado, expresando en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas por las qué se actualiza cualquiera de las exigencia indicadas en supralíneas; y, en su caso, previamente deberá actualizar el crédito fiscal estimando todo el periodo que se dejó de pagar el impuesto predial, a fin de determinar la procedencia o improcedencia de la prescripción del crédito fiscal que nos ocupa. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y III y 302 fracciones II y  III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL de la resolución del Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, …, emitida por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, …, respecto al tercer considerando y al segundo punto resolutivo a través de la cual declara que no ha lugar a la revocación de la negativa a declarar la prescripción; quedando intocada dicha resolución respecto al segundo considerando y a su primer punto resolutivo mediante el cual deja sin efectos el requerimiento de pago, …. Dicha nulidad parcial se declara pare el efecto de que el Tesorero Municipal emita una nueva resolución apegada a derecho, lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 23 DE ABRIL DE 2015, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 083/2014-JN.
